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Por Manuel Villoria Mendieta

Como es obvio, es muy difícil saber si la distancia entre gobernantes y gobernados, o mas en concreto entre políticos y ciudadanía –por utilizar una distinción que se entienda, aunque no sea precisamente exacta- es o no una característica estructural de la historia política y social de la humanidad, pero lo que es cierto es que hoy en día existe tal distancia y que desde la sociedad civil existe una visión negativa de la clase gobernante e, incluso, de los miembros de la propia sociedad civil dedicados profesionalmente a la política.  Esta separación entre quienes representan y quienes son representados supone un reto de enorme trascendencia para la democracia, máxime para quienes normativamente propugnamos una recuperación de las virtudes cívicas como vía indispensable para la mejora de la calidad de la democracia.    

Veamos algún dato. Por ejemplo, analicemos la confianza que se otorga a los Parlamentos, gobiernos y partidos políticos en comparación con otros actores sociales (ver cuadro 2). 

Cuadro 2: confianza que inspiran los actores políticos en comparación con otros actores sociales (1). 

	Actores sociales
	1981-1996
	1999-2000

	La iglesia
	59,4
	62,1

	Las Fuerzas Armadas
	56,1
	56,8

	El sistema legal
	51,6
	Na

	La prensa
	43,0
	41,8

	La televisión 
	46,2
	31,4

	Los sindicatos
	37,0
	33,3

	La policía 
	53,9
	53,0

	El gobierno central
	41,2
	28,9

	El Parlamento
	41,9
	37,6

	El servicio civil
	44,0
	40,3

	Las empresas
	46,2
	34,4

	Los partidos políticos 
	23,2
	17,5


1: Suma de respuestas “gran o bastante” a la pregunta “cuanta confianza le ofrecen estas instituciones: la iglesia, las fuerzas armadas, el sistema legal, la prensa, la televisión, los sindicatos, la policía, el gobierno central, el Parlamento, el servicio civil, las empresas, los partidos”.  

Fuente: World Values Survey, 1981, 1990, 1995, 2000 y elaboración propia.

Ante estos datos, a algunos nos surge la preocupación. Nos preocupa el deterioro de la imagen de los políticos, de los partidos, de los Parlamentos y, sobre todo, de la política.  ¿Por qué la política es vista como algo oscuro e, incluso, sucio?  ¿Por qué mucha gente en el mundo preferiría ser gobernada por expertos en lugar de por políticos?  ¿Por qué los partidos políticos son tan ampliamente rechazados?  Y nos preocupa porque no podemos estar de acuerdo con quienes defienden que este tipo y nivel de crítica a los políticos no tiene importancia para el sistema democrático, incluso que puede ser saludable. Es cierto que en democracias establecidas el desarrollo de una ciudadanía crítica puede ser positivo, pero  la crítica debe ir acompañada de elogios cuando las cosas se hacen bien, y, sin embargo, los elogios a la clase política tienden a no existir, existe un “techo de cristal” en el elogio o el apoyo a la clase política. Además, en democracias no consolidadas, sobre todo de países en vías de desarrollo –aunque también en países desarrollados con democracia estable-, la crítica no siempre es fruto de una buena información y un análisis cuidadoso de las opciones presentes. También es cierto que la crisis de la representación puede llevar a nuevas formas de acción política más directa e inmediata, pero habría que ver si esas nuevas formas no generan más problemas que beneficios, especialmente cuando se toman en ambientes tensos, polarizados o guiados por el miedo, como demuestran los referenda sobre endurecimiento de penas por repetición de delitos. Finalmente, se podría aceptar que excelentes gobernantes han sufrido el rechazo popular por hacer lo que era mejor para todos, aunque no gustara (Pharr y Putnam, 2000), pero lo que ya no es tan normal es que esa misma ciudadanía rechace reconocer, aunque sea a posteriori, los éxitos, y sitúe en el mismo cesto a los que aciertan y a los que se equivocan, al menos en la expresada imagen tópica del político y su actividad habitual.  Los aciertos no cuentan, los fracasos si. 

Todos estos datos nos llevan a pensar que esa repetida y reforzada mala imagen no puede ser buena para la democracia. Para empezar, en democracia, hasta ahora, la forma de entrar, de consolidarse, de formarse en política ha sido a través de los partidos. Y no vemos como eso pueda cambiar sin graves deterioros para el sistema. La representación –única forma de organizar la democracia en territorios extensos y en sociedades complejas y pobladas como las presentes- requiere previsibilidad, sustentabilidad, coherencia, juicio y rendición de cuentas, y nada de eso podría ser ofertado por miles de candidatos sin partido luchando por el voto en elecciones abiertas y necesariamente caóticas. El gobierno que surgiera de un mundo así sería  incapaz de tomar decisiones, de organizar políticas públicas estructuradas y coherentes, de asegurarse apoyo parlamentario, etc.  Necesitamos esos instrumentos de mediación, de simplificación, de rendición de cuentas que son los partidos. De ahí que no podamos quedar impasibles ante su deterioro en imagen y en apoyo cívico. Del mismo modo, si los políticos son cada vez menos fiables para la ciudadanía, las elecciones tendrán cada vez un menor valor para los ciudadanos que aún voten.  Si la política es una actividad despreciable, se producirá con el tiempo una selección adversa de participantes en la misma, es decir, a ella sólo acudirán los peores. Y así sucesivamente.  Por todo ello, estimamos que el deterioro de imagen tiene importancia, y que preocuparse por tal deterioro es importante no sólo para la ciencia política, sino también  para la mejora práctica del funcionamiento actual de la democracia.      

Los datos que indican que existe un divorcio entre políticos -y con ello de la política- y sociedad son numerosos, si buscamos en alguna de las más prestigiosas encuestas que han analizado este fenómeno empíricamente nos encontraremos con una sorprendente sintonía en las tendencias globales. Tomemos por ejemplo la Encuesta Mundial de Valores (WVS) y agreguemos los datos de las encuestas de 1981-82, 1990-91, 1995-96 y 1999-2000-más de 280.000 encuestas para 81 países-. En primer lugar, comparemos la importancia que se da a la política en comparación a otras variables de la vida social (ver cuadro 1). 

Cuadro 1: importancia otorgada a la política comparativamente (1). 

	Como de importante es:
	1981-1996
	1999-2000

	La familia
	85,5
	89

	Los amigos 
	41
	44

	La diversión
	33,7
	33

	El trabajo
	62,7
	65

	La política 
	11,6
	11,8


1. Porcentaje de respuestas “muy importante” a la pregunta “cómo de importante es para su vida: la familia, los amigos, la diversión, el trabajo, la política”.  

Fuente: World Values Survey, 1981, 1990, 1995, 2000 y elaboración propia.

Es curioso que la palabra democracia posea ahora tan excelentes connotaciones y la palabra política –siendo la espina dorsal de la democracia- tan nefastos. Según la World Values Survey (WVS) de 2000, el 91% de los encuestados prefieren la democracia como sistema de gobierno, pero una gran parte de ellos desconfía de la política como forma de llevar adelante tal democracia. Es evidente que hay algo que falla.  Y es evidente que falla porque es la acción política la que a través de sucesivas depuraciones permitió la consolidación de Estados guiados por principios de tolerancia y, finalmente, Estados democráticos. Una poliarquía necesita un orden social pluralista, y ese orden social pluralista se fundamenta en la capacidad de los actores sociales de usar los recursos políticos y las habilidades inherentes para negociar, dialogar, acordar sin usar la violencia (Dahl, 1971, p.77). Si los actores políticos no saben dialogar, la democracia entra en riesgo. 

Ahora bien, dados estos hechos ¿cuál puede ser la razón que los explique? Yo creo que la principal razón por la que se está produciendo este deterioro de la confianza en la clase política y en la propia política como instrumento regulador es la percepción ciudadana de una quiebra por parte de los responsables políticos del contrato de confianza mutua entre ellos y la ciudadanía, en suma, la quiebra de unas reglas éticas que, aunque no documentadas, forman parte de las convicciones de una buena parte de la ciudadanía sobre el deber ser de la actuación política. Por otra parte, esta percepción tiene a menudo bastante fundamento empírico y una notable caja de resonancia en los tratamientos informativos sobre la corrupción y el escándalo político. Finalmente, los efectos de esta quiebra superan los daños meramente simbólicos, deteriorando los rendimientos objetivos de los gobiernos y consolidando datos estructurales enormemente perversos para el progreso y el bienestar común.

Demostrar esta afirmación no es tarea fácil, pero, para empezar, es bastante claro que la conexión entre corrupción y partidos políticos es bastante generalizada en todo el mundo. El 9 de diciembre de 2004, se celebró el Día Mundial contra la Corrupción, y con ese motivo Transparency Internacional presentó el Barómetro Global de la Corrupción de 2004. Este excelente instrumento de análisis mundial de la corrupción se basa en más de 50.000 entrevistas realizadas por Gallup Internacional en 64 países, entre los meses de  junio y septiembre de 2004. De las diferentes preguntas que se realizan en la entrevista, una de las más relevantes es la de “¿en qué medida considera que los siguientes sectores se ven afectados por la corrupción en su país/territorio?”. Los sectores seleccionados son 15. Y la respuesta posible se sitúa en una escala de 1 a 5, siendo 1 la respuesta a dar a las instituciones totalmente libres de corrupción y 5 la correspondiente a las instituciones radicalmente corruptas. Pues bien, en 36 de los 62  países encuestados, los encuestados situaron a los partidos como la institución más corrupta, y a continuación se situó al poder legislativo. De media, los partidos políticos obtuvieron un 4 en todo el ámbito encuestado, aunque en algunos países, incluso, su calificación fue inferior (ver cuadro7). 

Cuadro 7: Sectores e instituciones más afectadas por la corrupción
(1 – nada corruptas….5 – extremamente corruptas)
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Fuente: Transparency Internacional. Global Corruption Barometer 2004

En línea con estos datos, en las propias “World Values Survey” analizadas, se confirma esa percepción a nivel global; así, ante la pregunta sobre la extensión de la corrupción en su país, un 25% de los encuestados respondieron que creían que “casi todos” los responsables públicos estaban involucrados en actividades corruptas, y un 36,4 respondieron que “la mayoría”, sólo un 2,9% defendían la honestidad generalizada.  

De estos datos tan concluyentes se deduciría que es normal desconfiar de instituciones a las que se atribuyen prácticas corruptas. Y que siendo los partidos y el Parlamento los actores y la arena esencial de la acción política, la propia política se vea seriamente contaminada por la mala imagen de sus conductores.

Los ciudadanos consideran que la corrupción anida en los partidos y en los representantes electos del pueblo. Pero los partidos son instituciones con miles de militantes en muchas ocasiones, y la tendencia social a considerar como corruptos a todos los miembros no parece que sea realmente cierta. Por ejemplo, un militante del PRI mexicano puede ser un autónomo que se dedica a vender “fajitas” en un mercado, y que hace su trabajo con honestidad y recibe las recompensas que la ley de la oferta y la demanda le otorga. No posee puesto público desde el que abusar. Sin embargo, los partidos son los instrumentos de selección de los líderes políticos y los principales actores de la política democrática, y la ciudadanía está diciendo que, como organizaciones, en su labor social están fracasando, y están fracasando porque su sistema de incentivos es, a menudo, perverso, porque no son coherentes con el deber ser de la política democrática, porque como actores colectivos están incumpliendo las obligaciones que se derivan de la acción política en una democracia. La corrupción de los partidos es corrupción política, es decir, corrupción de la política. 

El Barómetro de Transparency Internacional que antes se utilizó nos muestra que la ciudadanía acusa a los principales actores de la política democrática –los partidos políticos- de incumplir con sus deberes como tales actores, les acusa de ser incapaces de estar a la altura de lo que exige el ethos de la política democrática. No es tanto que se acuse a los partidos de seleccionar líderes que roban, porque en Finlandia, en el Reino Unido, en Portugal o en Canadá es raro encontrar casos de sobornos a líderes políticos relevantes y, sin embargo, en el Barómetro, en todos esos países los partidos están valorados como los sectores más corruptos. Y es que, sobre todo, se acusa a los partidos de deslegitimar la política al no cumplir con los deberes que se derivan de ella. Y se culpa a los partidos de gobierno y a los de oposición, dado que de lo que se culpa no es sólo de extorsionar –estas acciones sólo las pueden realizar los que ya están en el gobierno-, sino de mentir a la ciudadanía, actuar sectariamente, ser influidos indebidamente, no respetar ciertos principios básicos en que se funda la democracia, etc. Obviamente, también los ciudadanos tienen su parte de culpa, pero ésa ya es otra historia. 

La ciudadanía en general –sobre todo en países con poliarquías estables- tiene una idea bastante clara sobre el fin de la política y del Estado, sobre su razón de ser, y tanto en un ámbito –la política- como en el otro –el Estado- los partidos y sus representantes son los actores privilegiados en ambas arenas, de ahí que esos actores deban conformar su acción de acuerdo a la imagen que la ciudadanía tiene del deber ser de la política y del Estado. Y en ese deber ser la esencia está en la búsqueda del interés común respetando las reglas del juego político; búsqueda que comienza, sin duda, por el mantenimiento de la paz, para lo que, precisamente, se otorga al Estado el monopolio de la violencia legítima. De ahí que “la acción gubernamental se caracterice por su capacidad de regulación de los conflictos particulares y, sobre todo, por su capacidad para defender o encontrar un interés público o colectivo” (Brugué, Gomá y Subirats, 2005, p.12). Pues bien, es precisamente la percepción de que los políticos no buscan el interés general lo que lleva a la desconfianza, es la percepción de que no tratan todas las preferencias por igual en la conducción del Estado –uno de los requisitos esenciales de la democracia (Dahl, 1971)- y/o de que en sus decisiones la búsqueda del poder prima sobre la búsqueda del bien común lo que deteriora las relaciones. Por ejemplo, en el Latinobarómetro de 2003, al preguntarse sobre el factor más importante para confiar en las instituciones públicas, se encontró como respuesta mayoritaria: “el trato a todos por igual”; de ahí que la ciudadanía demande un aparato del Estado al servicio de todos y no cooptado (Kliksberg, 2005, p. 83). En suma, es la corrupción de la política lo que genera esta separación entre representantes y representados, corrupción que incluye todo el conjunto de acciones políticas en que los partidos y sus representantes se embarcan rompiendo las reglas del juego –clientelismo, compra de votos, financiación fraudulenta…- así como todos aquellos otros en los que anteponen el interés privado sobre el general –captura de políticas, abuso de poder, protección del crimen organizado…- . 

Un último dato para demostrar la percepción ciudadana sobre la corrupción política: según la WVS, en 1990, ante la pregunta “¿Hablando en general, usted diría que este país es dirigido por unos pocos grandes intereses preocupados sólo por ellos mismos o es dirigido en interés de toda la gente?”, el 55% de los encuestados respondían que por unos pocos grandes intereses, pero en 2000 dicha respuesta subió a un 67%, incluidas en esa tendencia casi todas las poliarquías consolidadas. La ciudadanía parece tener cada vez más claro que la política se está pervirtiendo, que existe un problema con la necesaria inclusividad propia de toda democracia, pues los actores políticos se oligarquizan y olvidan el interés común. No es sólo un problema de sobornos y tráfico de influencias, el fenómeno es mucho más complejo. De ahí que se desconfíe de los actores políticos incluso en países de bajísima corrupción en sentido estricto.

Si la desconfianza hacia la clase política y el rechazo de la propia política son un problema importante para nuestras democracias, y si una de las causas fundamentales –tal vez la fundamental- de ese rechazo es la corrupción política, parece claro que la solución pasa por reducir tal corrupción y por fortalecer un liderazgo público basado en el respeto a los principios y valores de la democracia, un liderazgo que renueve los lazos de confianza entre representantes y representados. Por supuesto que este fortalecimiento es mucho más necesario en unos países que en otros, y también que es mucho más difícil en ciertos países que en otros. Pero en todas las democracias esta relegitimación de la acción política parece necesaria.  A continuación, se van a ofrecer unas propuestas que tratan de auxiliar en ese camino, conscientes de que no son sino faros diversos que ayudan a no chocar con las rocas, pero que por sí mismos no enseñan a navegar. La prudente combinación de la ética de la responsabilidad y la de la convicción no puede enseñarse con reglas generales ni catecismos concretos. Y al final, la política se ejerce en un entorno de conflictos y dilemas que impiden la impecabilidad: la perfecta combinación de principios contradictorios e intereses divergentes es imposible (Del Águila, 2000). Aún así, y precisamente por ello, la recuperación de los principios esenciales y su asunción por la clase política se entiende como prioritaria.   

Para comenzar, es necesario que las personas que dirigen los partidos, máxime si están gobernando, recuperen el interés general como guía de sus acciones. Se ha dicho que el interés general es un concepto indeterminado, y es cierto, pues depende de la visión de la realidad social de cada partido y de su forma de priorizar soluciones. Es también cierto que, para empezar, se expresa en diversos y, a veces, contradictorios programas políticos. Al final, la ciudadanía votará y elegirá el programa que mejor entiende que resuelve sus problemas y los de la sociedad en que vive. Pero esa libertad de plasmación de opciones es incompatible con la captura de las políticas por grandes grupos de interés. Si los programas de los grandes partidos están ya capturados en su origen por grandes grupos de interés, lo que se oferta a la ciudadanía no expresa el interés general, sino el de unos pocos. Esta captura es más común de lo que parece, máxime cuando las necesidades de financiación de los partidos hacen a éstos dependientes de la “generosidad” de grandes bancos y corporaciones, favoreciendo con ello el veto a ciertas opciones de política que dañarían intereses consolidados de dichos financiadores. Un ejemplo típico es la política sanitaria estadounidense, basada en un modelo ineficiente e insolidario que casi nadie se atreve a retar. Recuperar la libertad de oferta es una de las reglas que los partidos políticos deberían considerar.  El camino pasa, obviamente, por la reforma de la  normativa de financiación de los partidos políticos.  

En segundo lugar, el interés general debe guiar también la mediación política. La mediación política es el filtro a través del cual los intereses ciudadanos son articulados y agregados y su tarea consiste en identificar e interpretar las necesidades y deseos de la población, seleccionar y generalizar aquellos que pueden ser expresados en términos políticos, proponer, justificar y criticar políticas y medidas para alcanzar tales fines o, cuando sea necesario, explicar por qué no pueden ser alcanzados (Pizzorno, citado por Della Porta, 2000, p. 218).   En múltiples ocasiones los intereses y deseos de la población son obviados no porque sean de imposible realización, sino porque hay otras opciones más rentables para los decisores públicos, opciones que permiten financiar mejor al partido o que permiten ganancias superiores en el ámbito personal. En determinados países con gravísimos problemas sociales los gastos militares son enormes, sin que exista riesgo real de ataque foráneo, la explicación por desgracia tiene que ver con los elevados porcentajes que reciben ciertos políticos en los sobornos derivados de la compra de armamento sofisticado, ya que se trata de un tipo de contrato opaco y de difícil estandarización. Otro ejemplo más común aún es la cantidad de obras públicas innecesarias, vinculadas a la necesidad de mantener engrasada la red de corrupción. Frente a este tipo de prácticas, recordar que la mediación política se fundamenta en la búsqueda del interés general no parece que sea algo superfluo. 

Tercero, la construcción de la agenda gubernamental y la toma de decisiones públicas deben estar guiadas por el interés general, pero para evitar el solipsismo es preciso abrir las puertas del Gobierno a la rendición de cuentas y a la participación ciudadana: hay que explicar, informar, escuchar, conocer. El interés general se expresa también en la construcción de instituciones, instrumentos y mecanismos que permitan la participación en igualdad de condiciones de los afectados por las políticas; hasta dónde llegue la capacidad de decisión ciudadana dependerá de los tipos de política y de la responsabilidad del político impulsor, pero, en todo caso, abrir una puerta a las opiniones y criterios ciudadanos es fortalecer la legitimidad de la acción pública, no debilitarla.  Del mismo modo, respetar y, más aún, reforzar la rendición de cuentas es defender el interés general. La eficaz rendición de cuentas en todas sus dimensiones –jerárquica, legal, profesional, política- convierte la gestión pública en un difícil ejercicio de malabarismo, pero un ejercicio necesario para la democracia (Radin, 2002). En la construcción de valor público la evaluación de las actividades precedentes y en ejercicio es esencial para evitar la persistencia en errores y para construir decisiones sensatas para el futuro (Moore, 1995; Cunill y Ospina, 2003; Echeverría et al., 2005).  La democracia es esencialmente procedimiento, pero ese procedimiento debe ser imparcial para que los resultados no se distorsionen, de ahí este tercer consejo para el ejercicio del liderazgo público. 

Cuarto, sobre todo, la acción política en democracia debe tener como referentes de su actuación los principios en que se fundamenta normativamente el régimen democrático. Cuando los ciudadanos en todo el mundo consideran la democracia como el mejor régimen político posible, esa visión ideal de la democracia tiene que ver con la suma de principios que ella conlleva, que los ciudadanos sepan expresarlos o no es ahora secundario, pero en su visión abstracta y general esas referencias normativas existen. Esos principios son (Dahl, 1992): 1. El principio de igualdad intrínseca, que implica que hay que aceptar que cada persona tiene derecho a definir su propia idea de lo que es el bien y la vida buena, y a adquirir un sentido de la justicia. 2. El principio de la consideración equitativa de los intereses, que implica que para considerar de forma imparcial los intereses de cada persona en un proceso de toma de decisiones colectivas todos debe ser tratados equitativamente y deben ser divulgados los intereses de quienes están involucrados en dicha toma de decisiones. 3. La presunción de la autonomía personal, que implica reconocer a las personas la capacidad de revisar sus propios fines, y de ahí la capacidad de decidir sobre los principios morales a través de la reflexión; por ello, nadie está mejor capacitado que uno mismo para saber si las políticas promueven sus intereses. 4. El principio categórico de la igualdad, que consiste en que todas y todos los ciudadanos están calificados para autogobernarse. Esto implica, en términos institucionales, derecho de sufragio, igualdad de oportunidades de los candidatos, neutralidad del gobierno en la organización del proceso electoral, etc.   

La corrupción política en sus diferentes variantes supone una violación de estos principios, una ruptura de las reglas del juego que impide que la democracia mantenga todo su valor normativo. La percepción de la generalización de este fraude, con mayor o menor intensidad en unos u otros países, y siempre con notables y destacables excepciones personales y grupales, es el origen de la desconfianza hacia los políticos en las democracias contemporáneas. Relegitimar la acción política y recuperar niveles aceptables de confianza requerirá una transformación en el liderazgo político y un reforzamiento de su conexión con el interés general. Esencialmente evitando que los intereses privados guíen la acción pública.  Y ahí es donde ahora llega el papel de las normas que tratan de gestionar y prevenir los conflictos de interés.  

El conflicto de intereses de los responsables públicos es un conflicto entre obligaciones públicas e interés privado que puede indebidamente influir en el cumplimiento de sus obligaciones y responsabilidades (OCDE, 2004). Por ejemplo, ser propietario de una empresa en un sector sobre el que se tiene la competencia de regular o decidir públicamente. El conflicto es un prerrequisito para la corrupción, pero no tiene por qué acabar en ella. El conflicto puede ser aparente, pueden darse pero no se dan los conflictos. O puede ser potencial, podría haber conflicto en el futuro si el funcionario/a asumiera ciertas responsabilidades. Pero para que exista corrupción el conflicto tiene que ser real y la actuación del responsable público tiene que desembocar en una decisión o inacción en la que prime el interés privado sobre el público. Por todo ello, nuevamente, surgen tres posibilidades: a) supuestos de conflicto de interés sin corrupción; por ejemplo, un responsable público que tiene que tomar una decisión en la que están afectados familiares directos pide abstenerse de resolver, dado el conflicto. b) supuestos de corrupción donde el conflicto de intereses es un ingrediente claro del resultado final; por ejemplo, un consejero autonómico interviene en las actividades de su gobierno para que se regule a favor de una empresa propiedad de su esposa. c) casos de corrupción en los que no hay indicios de conflicto de interés; por ejemplo, un agente electoral de un partido compra el voto a unos campesinos a cambio de unos pesos. Dicho esto, a pesar de las diferencias, es obvio que cualquier país que quiera luchar contra la corrupción debe tener una legislación de conflictos de interés e incompatibilidades avanzada y rigurosa, que impida los conflictos de interés reales,  posibles e, incluso, aparentes.

En el tratamiento de los conflictos de interés se pueden mantener dos tipos de estrategias, una sería la de intentar evitar que los conflictos se produzcan (opción preventiva), la otra consistiría en, reconociendo que inevitablemente existen y existirán conflictos, construir sistemas de normas y procedimientos para que, cuando surjan, se asegure que los responsables públicos actuarán defendiendo el interés público (opción reactiva). En realidad, ambas estrategias tienden en la vida real a mezclarse, sin que se opte normalmente por sólo una de ellas. Además, lo lógico es que las políticas para prevenir y resolver los conflictos de interés se inserten en una política más amplia para prevenir y luchar contra la corrupción. Ciertamente, todo responsable público (político o funcionario) sufre o puede sufrir conflictos de interés, pero a efectos del sistema existen colectivos especialmente poderosos o vulnerables sobre los que hay que actuar prioritariamente: por ejemplo, los Altos Cargos, los responsables de contrataciones y compras, los jueces, etc.    Entre las medidas que se vinculan a la prevención y sanción de los conflictos de interés se destacarían las siguientes: 

a. Restricciones en el ejercicio de empleos adicionales al principal empleo público. Aquí pueden darse todo tipo de incompatibilidades tanto con otro empleo público como con empleo en el sector privado. Sobre todo, cuando se trata de Altos Cargos o de jueces, lo normal es la prohibición absoluta de cualquier otro empleo público o privado. Cuando se trata de funcionarios de nivel medio o subalterno esta prohibición en lo relativo al sector privado se puede flexibilizar, siempre que se cumplan las obligaciones del sector público.   
b. Declaración de ingresos personales. Con esta medida, aplicable sobre todo a Altos Cargos y funcionarios en puestos de responsabilidad, se pretende conocer  la procedencia de los ingresos, de manera que se controlen posibles fuentes de influencia indebida en su conducta. Por ejemplo, el vicepresidente de los Estados Unidos, Cheney, ha estado recibiendo durante su mandato ingresos procedentes de Halliburton, la empresa en la que ejerció cargos directivos previamente a su elección. De cara a la lucha contra la corrupción, la declaración de ingresos permite, también, conocer los movimientos de cuentas (al menos de las no situadas en paraísos fiscales) y descubrir enriquecimientos extraordinarios que necesitan explicación.

c. Declaración de ingresos familiares. Esta medida es muy similar en sus fines a la anterior, pero amplía la esfera subjetiva de control, de manera que se conozcan posibles conflictos derivados de las fuentes de ingresos de familiares muy cercanos. También en la lucha contra la corrupción el conocimiento de las fuentes de ingresos familiares es muy importante, porque extraordinarios enriquecimientos de hijos o esposa/o durante el mandato del Alto Cargo, por ejemplo, pueden estar vinculados a actividades ilícitas o inmorales. Así, si la esposa de un Alcalde o Presidente de una Diputación se convierte de repente, coincidiendo con el mandato de su marido (el género podría ser también el inverso, aunque no es tan común, por ahora) en una empresaria de gran éxito, conocer qué tipo de negocios realiza puede ser muy importante de cara a luchar contra la corrupción. 

d. Declaración de patrimonio personal. Hay personas que cuando ingresan en política o cuando ocupan puestos administrativos ya poseen una gran fortuna, de forma que la revelación de ese patrimonio puede ayudar a conocer fuentes de conflicto de interés. Además, el descubrimiento de tal fortuna durante el mandato podría ser fuente de un escándalo, basado en la manipulación de datos, si no existiera información previa. Conocer desde el inicio ese patrimonio reduce las posibilidades de escándalos innecesarios y dañosos para la imagen de lo público. Pero lo normal es que las personas no posean tal fortuna, y si durante el mandato se adquiriese un patrimonio incoherente con los ingresos conocidos, al conocerse el patrimonio de partida, existirían fundamentos para iniciar investigaciones sobre posible corrupción. En todo caso, hoy en día es bastante normal que personas de clase media puedan tener acciones en empresas y su interés en que la empresa reporte beneficios puede  condicionar su toma de decisiones en el sector público, de ahí la conveniencia de conocer sus activos financieros o participaciones en sociedades.

e. Declaración de patrimonio familiar. Aquí, como en el caso de los ingresos, el conocimiento del patrimonio del cónyuge o de los ascendientes y descendientes es importante para conocer fuentes de conflicto y para facilitar la lucha contra la corrupción. Por ejemplo, un ministro de Agricultura puede ver comprometida su imparcialidad si su esposa es propietaria de grandes explotaciones agrícolas o un funcionario encargado de contrataciones puede tener conflictos importantes si su esposa es propietaria de una empresa que contrata directamente con el Ministerio donde éste ejerce su función. En muchos casos, además, el patrimonio familiar es fundamental para la ocultación de ingresos indebidos: los pisos a nombre de hijos y familiares son prácticas demasiado comunes como para no tomar medidas para controlarlas. 

f. Declaración de regalos. En el ejercicio del cargo, y como consecuencia del mismo, pueden recibirse regalos oficiales (de gobiernos extranjeros, por ejemplo) y privados. Esos regalos podrían comprometer la imparcialidad y, por ello, ser fuente de conflictos de interés, de ahí que, a partir de un determinado valor económico, se prohíba en algunos países la aceptación de regalos. No obstante, cuando por razones de cortesía y de respeto institucional sea conveniente aceptarlos, la normativa a menudo establece que es necesario declararlos e incorporarlos al patrimonio estatal. También es cierto que en la aceptación de regalos es diferente la aceptación antes de prestar el servicio o tomar la decisión que después, en el primer caso puede comprometer la decisión o la prestación, en el segundo puede ser una muestra de agradecimiento por una decisión tomada imparcialmente. En cualquier caso, para evitar pervertir la imagen de lo público conviene evitar ambos tipos de regalos, aunque la casuística puede obligar a matizar la regla en ciertos casos. Por ejemplo, en el caso de que se dé por agradecimiento y con valor económico ínfimo, por ejemplo, unas flores a la enfermera que cuidó amablemente a un familiar, podría preverse una cierta condescendencia atendiendo a las circunstancias del caso.

g. Declaración de intereses privados relevantes para la gestión de contratos. La participación en empresas y los activos financieros que se posean pueden condicionar la toma de decisiones en un área como la de contratación, para ello se obliga, como antes vimos, a la declaración de patrimonio en múltiples legislaciones. Pero esa declaración no basta para conocer todas las fuentes de conflicto, así, por ejemplo, un responsable público puede haber trabajado durante años en una empresa, antes de ingresar en la Administración, y tener una relación de amistad o de enemistad con sus propietarios. Si esa empresa contrata con la organización en que se trabaja, y el responsable público está encargado de la gestión de contratos, se presenta un caso de conflicto de intereses. Otro ejemplo de conflicto que puede darse es cuando el responsable de contratación ha sido abogado o representante legal de una empresa o de una asociación y tiene que tomar decisiones sobre si adjudicarle contratos o subvenciones o si denunciar un contrato por incumplimiento. De ahí que se obligue en algunas normativas a declarar las actividades previas realizadas en los últimos años y a abstenerse de decidir en ese caso. 

h. Declaración de intereses privados relevantes para la toma de decisiones. En este caso, como en el anterior, se trata de evitar que patrimonio y actividades previas puedan condicionar la imparcialidad de la decisión actual. Por ejemplo, un funcionario de alto nivel que ha sido abogado de una gran empresa y que la defendió en un pleito con la Administración en la que ahora ocupa un alto cargo, no puede tomar una decisión que pueda condicionar el resultado final del pleito. O un inspector de Hacienda en activo que ha sido previamente asesor fiscal de unas determinadas empresas, no puede tomar ahora decisiones sobre expedientes que afectan a esas empresas. En ambos casos, el funcionario debería abstenerse de decidir en esos casos. Pero para controlar previamente la situación conviene que declare sus actividades previas de los últimos años.  

i. Declaración de intereses privados relevantes para quienes participan en la toma de decisiones como consejeros o informantes. En estos casos, a quienes afecta la obligación es a personas que no toman decisiones pero que influyen con sus consejos e informes en la toma final de la decisión. Es innegable que si un experto tiene que informar sobre la compra de un avión de combate y su informe es muy relevante para la toma de decisión final, el hecho de que antes de ingresar en la Administración haya trabajado en una empresa de construcción aeronáutica o que posea acciones en la misma, puede condicionar su informe y la decisión final si aquélla se presenta al concurso, de ahí que convenga conocer tal circunstancia. 

j. Seguridad y control en el acceso a información privilegiada. Ciertas personas trabajan en áreas en las que se maneja información muy relevante para la economía nacional o para su seguridad, de ahí que convenga clarificar a quién y cómo podrían beneficiar estas personas si se decidieran a revelar tal información y, posteriormente, tomar medidas para evitar la posibilidad. Ello puede llevar a incompatibilidades muy exigentes y a declaraciones de intereses continuas y muy detalladas. Incluso, en ciertos países, ello da lugar a investigaciones oficiales sobre su vida privada. 

k. Restricciones y control de actividades privadas con posterioridad al cese. Una forma de capturar políticas y decisiones, por parte de empresas, ONG`s y grupos de interés, es el de ofrecer altos cargos en dichas organizaciones a los responsables públicos para cuando abandonen el gobierno. Para evitar este tipo de situaciones, con toda su carga de conflicto de interés y también de soborno diferido, en las legislaciones de muchos países se establece una prohibición temporal (dos años, por ejemplo) de aceptar empleo en el sector privado, una vez abandonado el servicio público, cuando las organizaciones que ofrecen el empleo dependieron del funcionario correspondiente en decisiones o resoluciones de cualquier tipo. Este tipo de prohibiciones son muy importantes en las agencias reguladoras (como la Comisión Nacional del Mercado de Valores) donde las decisiones pueden tener efectos muy importantes sobre la cuenta de resultados de las empresas. Incluso, se puede prohibir al ex – responsable público, durante un periodo temporal,  celebrar como empresario contratos con la Administración  pública, en este caso para evitar un cierto tráfico de influencias. 

l. Restricciones y control de nombramientos concurrentes fuera del gobierno. Un funcionario o responsable público puede, al tiempo que desarrolla su labor en la Administración, estar involucrado en puestos de responsabilidad en un partido político, o en una asociación legal de cualquier tipo como un ciudadano corriente. Obviamente, en estos casos, no se desarrolla normalmente la labor por razones lucrativas, sino por razones ideológicas, o por preocupaciones sociales, culturales o medioambientales. Sin embargo, la militancia política y/o social puede provocar conflictos de interés, de ahí que, para determinados puestos, se pueda exigir información relativa a este tipo de actividades cívicas y, en ocasiones, se pueda prohibir la ocupación de puestos de responsabilidad  en este tipo de organizaciones o, incluso, la mera militancia.   Por ejemplo, para funcionarios del Señor Executive Service, en los Estados Unidos y en otros países, se establece la prohibición de militancia partidista, dado que van a tener que trabajar como altos cargos para administraciones diferentes. 

m. Publicidad de las declaraciones de ingresos y patrimonio. De cara a facilitar el control social de los conflictos de intereses y a facilitar la lucha contra la corrupción, en determinadas legislaciones se establece la obligación de que, salvados los datos confidenciales, se publiciten, incluso en internet, las declaraciones de bienes y patrimonio de los altos cargos del gobierno y funcionarios relevantes. 

n. La regulación detallada de la obligación de abstención en la toma de decisiones  o de la participación en reuniones de comités, cuando la participación o presencia del responsable público en dichos actos pudiere comprometer la necesaria imparcialidad del acto, dado el conflicto de interés directo o indirecto (de familiares cercanos) que el funcionario tiene en el mismo.  

o. Restricciones en la propiedad de acciones y de empresas privadas. Cuando un Alto Cargo o un funcionario con responsabilidades, o sus familiares cercanos, posean acciones o sean propietarios de empresas que tengan relación con la Administración pública, el conflicto de intereses puede ser real o, en todo caso, es aparente. Para evitar tales conflictos, en muchos países se establece la prohibición de tener tales propiedades mientras se detenta el cargo, por lo que es obligatorio o renunciar al cargo o vender las acciones o empresas. Si se trata de miembros del gobierno o responsables de agencias reguladoras, también se les puede exigir que, si tienen acciones en cualquier tipo en empresas no contratistas con el sector público, durante su mandato procedan a contratar con una entidad financiera registrada la gestión de dichos valores, sin que puedan darles instrucciones de inversión durante tal periodo.

Concluyendo, al final, es necesario reconocer que ponerse de acuerdo en abstracto sobre qué sea el interés general es muy difícil, pues dependiendo del discurso de procedencia se considerará como tal una u otra opción. Es más fácil ponerse de acuerdo en quién tiene el derecho a definirlo, que siempre es el pueblo, a través de sus representantes legítimos. Pero, nuevamente, es difícil acordar el cómo se define tal interés, si negociando, deliberando, sumando…  Y ya no digamos si de lo que se trata es de definir en cada caso concreto qué sería el interés común, pues ahí puede haber enormes diferencias hasta en personas integrantes de un mismo discurso. 

Por todo ello, la mejor opción es definir lo corrupto, como se ha hecho en este texto, pues en torno a lo rechazable es más sencillo el acuerdo. El definir un ámbito de lo infranqueable es compatible con la existencia de una enorme libertad en el ámbito de lo no corrupto; además, ese ámbito de la corrupción debe ser rigurosamente definido para evitar caer en la trampa de lo impecable (Del Águila, 2000), es decir, expandir la exigencia hasta un punto en que prácticamente todo lo que se haga en política sea corrupto salvo que alcance unos grados de bondad y equilibrio angélicos. Sustituir el necesario debate y el ineludible conflicto de valores con certezas de cómo se debe actuar en cada caso, es inútil y, si se hace, es pura ideología, es decir, falsedad. Ni por más controles que se pongan, ni por más apoyo técnico que se recabe, se conseguirá eliminar de la política su incertidumbre y el riesgo moral que siempre conlleva..

La política siempre tiene un elemento de irracionalidad y de intuición inabarcable. Como dice Berlin (1998, p. 94), “lo que es racional en un científico es, por tanto, muchas veces utópico en un…político (es decir, falla sistemáticamente en obtener el resultado deseado)”. En política es conveniente tener claros los límites de lo infranqueable. El gestionar adecuadamente los conflictos de interés y tratar de prevenirlos es una vía para luchar contra la corrupción política y, por ello, un camino humilde y modesto, pero muy útil y necesario, para mejorar y proteger la democracia. 

-----







4











3,7











3,6











3,6











3,4











3,4











3,3











3,3











3,3











3,1











3,0











3,0











2,9











2,8











2,7





Partidos polít.





Parlamento/Legislativo





Policía





Sistema judicial/legal





Impuestos





Sector privado-empresa





Aduanas





Medios





Servicios médicos





Sistema educativo





Registros y permisos  oficial





Servisicios públicos





Militares





ONG,s





Organiz.Religiosas








1
35

